Carátula 


(Asisten representantes del consorcio adjudicatario y el grupo de apoyo.) 
SEÑORA PRESIDENTA (Xavier).- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 4.) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del consorcio adjudicatario, integrada 
por las señoras Margarita Percovich y Karina Carli, y los señores Ignacio Zuasnabar, Gonzalo Martínez 
y Mario Arizti; al grupo de apoyo, integrado por el doctor Alberto Canessa, coordinador, la contadora 
Karla Ripoll, asesora contable, la doctora Geysser Margel, asistente técnica social, y la doctora 
Graciela Berriel, colaboradora; a la doctora Virginia Ortiz, Secretaria de la Cámara de Representantes, 
y al arquitecto Hugo Rodríguez Filippini, Secretario de la Cámara de Senadores. 


Debido a que algunos señores Legisladores tienen otros compromisos, nos gustaría saber 
cuánto tiempo va a insumir la presentación de los informes finales. 


Por otra parte, sugiero que las preguntas que se quieran formular, se hagan al final de la 
exposición. 


SEÑOR SOLARI.- Quisiera saber cuál es el objetivo de la reunión de hoy y cómo engancha con otras 
posibles actividades, y si simplemente tenemos que tomar nota de lo que se dice y más adelante habrá 
otra instancia para continuar con el análisis del tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Hay una instancia prevista a fin de mes con la presencia de los 
representantes del Banco Mundial. Lo que se planteará hoy es un preinforme para verificar el trabajo 
que se está haciendo antes de la visita mencionada. Si entre esta instancia y la de presentación formal 
surge alguna consulta, la analizaremos después de la presentación de hoy. 


SEÑOR SOLARI.- Entonces, hoy no formulamos preguntas; simplemente, tomamos conocimiento del 
informe. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Como dije, podemos formularlas al final de la presentación, y si fueran de tal 
entidad que ameritaran la formación de un grupo de trabajo o reunión, se tendría en cuenta. De lo que 
se trata es de que no lo hagamos el 21 frente al Banco Mundial, sino que vayamos procesando esta 
presentación en el día de hoy. Si no alcanzara con el día de hoy, tomaremos las providencias del caso. 


SEÑOR ZUASNABAR.- La presentación que trajimos hoy sintetiza algunos de los principales 
resultados del trabajo que hemos hecho hasta el momento. Vinimos preparados para una presentación 
de aproximadamente cuarenta y cinco minutos, suponiendo que vamos a sintetizar muchas cosas. Se 
trata de tres temas profundos en estudio y, probablemente, cada uno de ellos requeriría una 
presentación extensa si lo hiciéramos en su totalidad. En definitiva, nosotros nos adaptamos al tiempo 
de la Comisión. 


Si les parece bien, bajo la premisa de que ustedes ya tienen la información, vamos a hacer 
un repaso de media hora de los principales resultados y dejaremos un espacio de quince minutos para 
contestar preguntas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quiero señalar que para el conjunto de la Comisión eso es lo más adecuado 
por la multiplicidad de compromisos. Si necesitáramos más tiempo, nos pondríamos de acuerdo a 
posteriori de esa introducción general. 


SEÑOR ZUASNABAR.- No quiero hacer muchos prolegómenos dada la escasez de tiempo, pero sí 
manifestar de parte del consorcio el entusiasmo, el interés y el honor que tenemos de estar trabajando 
en un proyecto tan trascendente como este, que sin ninguna duda es importante para el Parlamento. 


Creemos que puede tener repercusiones positivas sobre el conjunto de la sociedad uruguaya. También 
sabemos que el Banco Mundial está mirándolo con mucho interés. 


Recalcamos el compromiso que tenemos para que este proyecto resulte de la mejor manera 
posible. Además, quiero resaltar la comodidad con que hemos trabajado con nuestras contrapartes, en 
aras de construir algo que sea potente para el conjunto. 


Como ustedes saben, el proyecto tiene distintas faces. La primera tiene que ver con el 
relevamiento de información en los segmentos objetivos de cada una de las tres leyes, que se 
complementaba con un conjunto de entrevistas en profundidad a algunos de los públicos definidos. La 
fase de encuestas está prácticamente terminada en su conjunto, salvo un pequeño componente de 
víctimas denunciantes de violencia doméstica, y la mayor parte de las entrevistas en profundidad está 
finalizada. Eso será parte de un segundo informe. 


Lo que vamos a ver hoy será básicamente el resultado de las tres grandes encuestas, una 
para cada una de las leyes en análisis. Vamos a analizar los resultados ley por ley. Como ustedes 
saben, el foco del estudio toma tres leyes de referencia, pero tiene un objetivo transversal. El objetivo 
es evaluar el grado en que los públicos se han apropiado de sus derechos, tanto en el sentido de haber 
adquirido información sobre las normas jurídicas, como en el sentido de haberlas impulsado y llevado 
adelante. Por supuesto que además de la investigación y de cumplir con estos objetivos, se evaluaron 
algunas características de cada uno de los públicos que nos parecían centrales para entender un poco 
mejor la problemática en estudio. Pero, en aras nuevamente del tiempo, voy a ir más específicamente 
al objeto de la investigación, que es el nivel de conocimiento y el grado de empoderamiento que estos 
públicos tienen sobre cada una de las leyes. 


Comenzando por la Ley N* 18.227 de Asignaciones Familiares, se utilizó una encuesta de 
opinión pública, una muestra de cobertura nacional de 901 casos de entrevistas efectivas que nos 
permite trabajar con un margen de error máximo de 3,3%. 


Pasando al punto dos, que es el nivel de toma de conciencia de la norma y los derechos 
derivados de ella, tenemos en primer lugar una situación ambivalente. Por un lado, un 90% de los 
entrevistados conocen o han escuchado hablar de las Asignaciones Familiares; es una política que 
está muy apropiada por los uruguayos. Es ambivalente porque el número de los que conocen 
específicamente la norma en estudio, la expansión de las Asignaciones Familiares dentro del Plan de 
Equidad, es menor, pero el concepto de Asignaciones Familiares y el conocimiento de la política es 
muy amplio, aunque sea como idea, porque no todos están adecuadamente informados sobre el tema. 
De hecho, un 28% de los entrevistados manifestó que está informado o muy informado al respecto; un 
3% dijo estar muy informado y un 25% bastante informado, pero más de la mitad de la población está 
poco o nada informada sobre detalles específicos de la norma. 


A pesar de que la mayoría de la población muestra niveles de información relativamente 
bajos, igualmente el programa de Asignaciones Familiares tiene una amplia aceptación. El 68% tiene 
opiniones favorables; un 9% muy favorables; un 59% favorables. Hay un 18% de opiniones 
intermedias, ni favorables ni desfavorables, y un 11% de la población, uno de cada diez uruguayos, 
tiene una opinión desfavorable sobre este programa. Obviamente, la opinión es más positiva entre 
quienes cobran Asignaciones Familiares del Plan de Equidad que en el promedio de la población. En 
este segmento específico, el 83% tiene opiniones positivas sobre las Asignaciones Familiares. 


Con respecto al conocimiento del Plan de Equidad en su colectivo, y particularmente con 
respecto a las Asignaciones Familiares dentro de este Plan, los niveles de conocimiento son menores. 
Dos de cada tres personas, un 67%, conocen el Plan de Equidad. El 27% menciona espontáneamente 
algunos de los programas que integran el Plan de Equidad, pero solo un 7% en el total de la población 
menciona espontáneamente las Asignaciones Familiares como un programa específico de dicho Plan. 
Hay una diferencia entre el conocimiento de Asignaciones Familiares como un programa que existe y 
su vinculación en forma espontánea con el Plan de Equidad, que lo reconoce un núcleo muy pequeño 
de la población. Esto aumenta entre quienes son beneficiarios efectivamente de las Asignaciones 
Familiares del Plan de Equidad, pero aun así el conocimiento es relativamente bajo, por lo cual se 


conoce el programa pero existe un conocimiento muy difuso del encuadre o de los diferentes 
encuadres institucionales que tiene, particularmente los que afectan a la norma en estudio. 


Cuando preguntamos específicamente a los uruguayos si en los últimos cinco años 
percibieron o escucharon hablar sobre cambios en el sistema de Asignaciones Familiares y si saben si 
existe alguna ley que haya ampliado el beneficio, nos encontramos con resultados confirmatorios de lo 
anterior. Un 14% dijo que sí, que conoce los cambios y sabe que existe la ley. Un 25% sabe que hubo 
cambios pero no conoce una ley específica y un 61% dijo que no había percibido cambios en las 
Asignaciones Familiares. 


En cuanto a la fuente de información sobre las Asignaciones Familiares, tenemos que la 
radio y la televisión son el componente principal para las personas en cuanto a esta ley. La interacción 
social, o sea las conversaciones con vecinos, amigos, familiares, ocupa un rol importante, y el BPS 
como actor institucional ocupa un 21%. Esto es interesante porque a diferencia de las otras leyes aquí 
hay un actor institucional claramente identificado por una parte de la ciudadanía como un referente en 
la materia, por lo menos en la aplicación de la política. Este orden básicamente se repite tanto si 
hacemos la pregunta espontánea como guiada. 


Cuando se pregunta a dónde se puede recurrir para informarse acerca de esta norma, un 
58% responde al BPS, un 20% a programas de televisión o radio, un 12% a Internet y un 10% al 
MIDES. Vemos que el BPS es el principal referente en materia de información con respecto a esta ley. 


Cuando se pregunta a dónde le gustaría poder informarse, básicamente se responde en 
programas de televisión o radio. Esto es una constante en las tres leyes y muestra que tenemos una 
ciudadanía fuertemente orientada a recibir información a través de los medios masivos. En algún 
sentido, uno debería recoger sugerencias -que van a estar recogidas en el informe- para no ir contra la 
corriente en esta materia sino más bien para capitalizar el poder que tienen los medios masivos de 
comunicación en nuestra sociedad para poder difundir mejor las leyes en cuestión. Es interesante, y 
bastante promisorio, el tema de Internet, que aparece con un 17%, y en las tres leyes con entornos del 
20%, y resulta ser un lugar donde la gente demanda informarse. En la medida en que se van 
homogeneizando los accesos en la sociedad uruguaya, Internet también empieza a ser una fuente de 
información creciente. 


SEÑOR SOLARI.- En la página 9 del Informe Preliminar Parte 1 A se habla, entre otras fuentes de 
información, de que un "[...] 33% manifiesta que podría llegar a recurrir al Parlamento a través de su 
sitio web [...]". Creo que se trata de un error tipográfico, porque debería ser solo el 3%. 


Sería importante corregir esta cifra, porque la gente del Banco Mundial va a notar el error. 
SEÑOR ZUASNABAR.- Agradezco al señor Senador Solari por su observación. 
(Diálogos.) 


De cualquier manera, me gustaría revisar si se trata de un error, porque no estoy seguro, ya 
que es una referencia directa al Parlamento y se pregunta: "¿A usted le gustaría poder informarse a 
través del Parlamento?". A pesar de que no esté el gráfico de referencia, quizás la respuesta vaya por 
ahí. 


En cualquier caso, vamos a revisar la cifra. 
SEÑOR MICHELINI (don Rafael).- Parecería una expresión de deseo. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Sí, en realidad nadie toma al Parlamento como el primer lugar donde acudiría 
a informarse sobre leyes. 


Cuando uno formula la pregunta específica, a una proporción de la gente le parece natural 
que también podría recurrir al Parlamento. De todas formas, el Parlamento no está dentro de los 
primeros lugares de preferencia de la gente para informarse. 


SEÑOR SOLARI.- En el Cuadro A 7, que refiere a Fuentes de Información Preferidas sobre 
Asignaciones Familiares figura un séptimo renglón que dice "al Parlamento", ya fuera en forma 
espontánea -un 2%- o guiada, un 3%. Están mal estas cifras o las del párrafo donde se comenta el 
cuadro. 


De todas formas, no es una cuestión crucial y, simplemente, señalo este aspecto para que 
los consultores lo tengan en cuenta y lo aclaren. 


Si fuera correcta la cifra de 33%, tendría que existir alguna referencia que explique de dónde 
surge. 


SEÑOR ZUASNABAR - Por lo que estuve analizando ahora, seguramente lo que falta es el gráfico. 


En la segunda columna del cuadro anterior, que es el que figura en pantalla, en realidad no 
es conocimiento guiado sino dónde le gustaría informarse. Es otra pregunta abierta. 


La pregunta de conocimiento guiado que arroja como resultado el 33% no está graficada en 
el informe. 


Quiero precisar que la Parte 1 A corresponde al Informe Preliminar, y al final va a figurar toda 
la información; seguramente, habrá muchos errores de ese tipo que podremos revisar con mucho 
gusto. 


Con respecto a una pregunta más directa de si las personas tuvieron más dificultad para 
informarse sobre Asignaciones Familiares, la enorme mayoría de la población no tuvo, ya que el 87% 
dijo que no, solo un 6% dijo que sí y eso es relativamente homogéneo en los distintos públicos; en 
ninguna franja se alcanza ni siquiera al 15%. 


Más allá de que existan ciertos niveles de desinformación sobre la ley y un desconocimiento 
relativamente amplio sobre la ampliación del Programa de Asignaciones Familiares en el marco del 
Plan de Equidad, no parece haber un público que se sienta particularmente desinformado o que no 
sepa a dónde acudir si tiene que informarse sobre sus derechos. Esa sería la síntesis del tema. 


Existe algún nivel de confusión respecto de quiénes pueden ser beneficiarios de 
Asignaciones Familiares. Un 32% dice, correctamente, que son los niños y adolescentes que viven en 
hogares en situación de vulnerabilidad económica; un 34% dice que son todos los niños y adolescentes 
del país y después hay otras respuestas que son un poco más particulares: un 7% dice que son solo 
los hijos de trabajadores registrados en el Banco de Previsión Social o solo los niños y adolescentes 
que viven en hogares que antes percibían el PANES. Otro 23% no sabe. 


Entonces, por más que existe un conocimiento muy amplio de la política, no es tan específico 
cuando se trata de la definición exacta de los beneficiarios; más bien hay una idea de que es un 
programa muy extendido, una cobertura muy amplia. 


Otro indicador más de información tiene que ver con el conocimiento de que los beneficiarios 
que cursan Secundaria o UTU cobran un poco más que el resto. En realidad, la mitad de la población 
estaba enterada de este tema, y la otra no. Inclusive, entre los que cobran Asignaciones Familiares a 
través del Plan de Equidad, el 61% está enterado de la política, pero casi un 40% no conoce esta 
característica. Nuevamente, existe una ambigúedad en el sentido de que la gente no se siente 
particularmente desinformada, tiene niveles de conocimiento razonables de la ley. Podemos decir que 
la ley se aplica en una proporción muy importante de los casos, que no parece que el acceso a la 
información sea un obstáculo para que el público se apropie de sus derechos, pero existen algunas 


áreas específicas de aplicación de la ley en las que no parece que existiera un conocimiento absoluto, 
por lo cual, inclusive en esta ley, podría haber ciertas oportunidades de mejorar la difusión de los 
derechos. 


SEÑOR SOLARI.- Cuando uno mira la página 12 del Informe Preliminar, el Gráfico A 13, que se llama 
"Composición de la muestra según su relación con AFAM", contributivas, no contributivas, etcétera, 
aparece un 24% que no cobra Asignaciones Familiares. Desglosado ese 24% resulta que un 7% del 
total serían posibles beneficiarios, y yo creo que ahí es donde apunta el espíritu de este trabajo, es 
decir, saber qué pasa, si la gente no tiene conocimiento o si no le interesa. Ese es nuestro público 
objetivo. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Efectivamente, encontramos un 24% que no cobra Asignaciones Familiares e 
intentando discriminar hogares que eventualmente fueran beneficiarios, llegamos a una aproximación, 
porque no podemos saberlo con precisión sin aplicar metodologías un poco más sofisticadas. 


De todas formas, estimamos que un 7% de los hogares serían posibles beneficiarios, pero no 
se han apropiado de ese derecho. 


Una de las tareas a profundizar en las siguientes entregas del Informe Preliminar y en el 
Informe Final es evaluar si este segmento tiene niveles diferentes al resto de la población de 
conocimiento de la ley, de sus derechos, etcétera, y hasta se podría realizar una entrevista en 
profundidad. Es un trabajo en proceso. 


Tenemos presente la importancia del tema, pero no tenemos una respuesta para dar hoy. 


SEÑORA PERCOVICH.- Este Cuadro de las encuestas, precisamente, ha sido motivo de comentarios, 
en contraposición con las entrevistas ya terminadas a los jerarcas, directores y responsables de las 
distintas dependencias que tienen responsabilidades en el caso de estas leyes. Eso acuerda con un 
reconocimiento de que hay un porcentaje de la población que ameritaría recibir las asignaciones 
familiares que, por distintos motivos, no es registrada, ya sea por desconocimiento -por un grado 
cultural de mucha vulnerabilidad no sabe que le corresponde- o por preferir trabajar informalmente y 
que no se sepa que tiene ingresos. Esto es lo que se nos ha dicho por parte de quienes hacen el 
seguimiento que, además, es una preocupación del MIDES. Este Ministerio, en convenio con la 
Universidad, está implementando una cobertura específica para llegar a un universo de 35.000 familias 
muy vulnerables, donde se sospecha que de ese 7%, un porcentaje sea de gente que tiene 
desconocimiento y, otro de gente que entiende que podría tener otros perjuicios. 


Por lo que se nos ha dicho por parte de los propios directivos del Banco de Previsión Social, 
en la columna del 12%, de las personas a las que no corresponde este derecho, puede haber alguno 
que sí le corresponda, pero como en el Banco los cálculos para saber si alguien puede acceder se 
realizan de forma automática en función de ciertas variables -características del hogar, cantidad de 
niños, vulnerabilidad de la, si es una madre sola, etcétera, si tiene una casa de material buena, 
concedida por ejemplo dentro de un plan municipal o algo así-, pueden descartar gente que sí debería 
ser cubierta. 


Por eso es interesante que podamos profundizar y cruzar las informaciones. 


SEÑOR SOLARI.- Si uno suma el 15% que está cobrando asignaciones familiares como parte del Plan 
de Equidad más ese 7% que tiene derecho pero que no lo ejerce, da un total del 22% de los 
encuestados. Quiere decir que hay una tercera parte de los derechohabientes -llamémosle así- que, 
por una u otra razón no, están pudiendo ejercer ese derecho, y eso no es menor. 


SEÑOR ZUASNABAR.- La metodología relativa a la Ley N* 17.828 fue un poco particular porque el 
público objetivo difícilmente podía ser identificado a partir de una encuesta de hogares común. 
Entonces, se tomaron 25 unidades de muestreo, de relevamiento, en todo el país, en localidades de 
menos de 2.000 habitantes y sus entornos rurales. En cada unidad se procuró seleccionar a 20 


entrevistados, de los cuales 12 tenían que ser jóvenes que trabajaran y residieran en el medio rural, y 8 
podían ser jóvenes que trabajaran en el medio rural pero que residieran en esa pequeña área urbana. 


El operativo para identificar jóvenes que trabajaran en áreas rurales dio un trabajo 
importante, sobre todo en algunos puntos del país, pero se llevó a término con éxito. El margen de 
error para este tipo de muestra lo estimamos en 4,4%. 


Vale la pena detenerse un poco en el contexto de la problemática social, porque es un poco 
menos conocida que la de la población incluida en el resto de las leyes. 


Entrevistamos a jóvenes de 14 a 17 años. El 87% tiene mono empleo, es decir, una única 
actividad. El 85% dice que trabaja sin contrato; obviamente, no pueden tenerlo en las condiciones 
legales en las que trabajan. Además, de los que manifiestan tener algún tipo de contrato, en el 80% de 
los casos dicen que es oral, así que en realidad es un acuerdo y no un contrato. El 17% dice que el 
contrato es escrito, pero probablemente estemos hablando de cuestiones de muy dudosa validez. 


Por otro lado, esperábamos encontrar más casos de trabajo de personas con vínculo familiar. 
El 65% -dos de cada tres de estos jóvenes- trabaja para alguien que no es pariente. Uno de cada tres 
jóvenes tiene distintos tipos de parentesco con su empleador. Por lo tanto, el trabajo familiar ocupa una 
parte importante de esta problemática, pero no es la mayoría en el universo estudiado. 


Cuatro sectores de actividad: ganadería, agricultura, horticultura y la lechería, son los ocupan 
la mayor parte de la concentración de estos jóvenes, y en un poco menor medida la forestación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo fue verificada la relación de parentesco? 
SEÑOR ZUASNABAR.- Solo con la expresión. 


Les pedimos que nos describieran las tareas que realizan, y se trata de actividades 
prohibidas por la ley. Hay un conjunto importante de jóvenes que trabajan, por ejemplo, en contacto 
con animales, en la cosecha, etcétera. Es un segmento que tiene un nivel de satisfacción alto o muy 
alto con las tareas que realiza. El 30% dice que se encuentra muy satisfecho con su trabajo y el 46% 
dice que se encuentra satisfecho 


Las áreas de insatisfacción laboral alcanzan apenas el 7% de la población. 


Estos niveles de satisfacción en algún grado están asociados a los niveles de inseguridad 
percibidos. Aquellos jóvenes que perciben que su trabajo es inseguro se sienten más insatisfechos, 
pero aun entre los jóvenes que sienten que su trabajo es inseguro, los niveles de satisfacción son muy 
importantes. 


Entre los que dicen que su trabajo es inseguro, el 66% igualmente se siente satisfecho, a 
pesar de que el 36% se siente insatisfecho. 


En estos grupos, ¿existe conocimiento de la norma y de los derechos derivados de ella? Un 
33% nos dice que sí, que tiene la edad legal para trabajar; el 46% dice que no tiene la edad legal para 
trabajar, y el 21% no sabe. Solo el 11% de estos jóvenes afirma que sus empleadores realizaron 
trámites ante el INAU para que ellos pudieran trabajar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Cómo está medido el grado de satisfacción? ¿Por la remuneración que 
reciben? 


SEÑOR ZUASNABAR.- No; es una pregunta valorativa que se hace al joven sobre si está satisfecho 
con el trabajo que realiza. 


Hubo una pregunta muy directa sobre el conocimiento de la ley. "¿Sabe si está prohibido que 
los menores de 18 años trabajen en tareas peligrosas, con máquinas, animales o productos tóxicos?". 
En este caso las respuestas arrojan un nivel de conocimiento un poco mayor. El 68% dice: "Sí, creo 
que está prohibido". Como veremos más adelante, no es un conocimiento cabal, pero hay una 
sensación de que por ser menores hay determinadas actividades que no podrían realizar. Aunque un 
14% dijo: "No; esto no está prohibido", y el 18% no sabe o no contestó. O sea que por lo menos un 
tercio de esta población no conoce sus derechos. 


En este caso las fuentes de información sobre esta prohibición son bastante distintas a lo 
que encontramos en asignaciones familiares. No hay un predominio tan claro de los medios de 
comunicación, sino más bien de la interacción social; son los propios familiares o amigos los que les 
informan sobre este tipo de prohibiciones. Ahí las redes sociales -en el sentido amplio, incluyendo a la 
familia- son muy importantes en la expansión de los niveles de conocimiento de estos derechos 
porque, obviamente, están menos presentes en la agenda mediática. Apenas el 31% dice que se 
enteró de estas cosas por programas de televisión o radio, y el 29%, además, por la escuela o liceo. 


También es interesante que aparezcan la escuela y el liceo como difusores de ciertos 
derechos, pero esto luce como insuficiente, sobre todo porque muchos de ellos fueron a escuelas 
donde estas problemáticas deberían haber estado presentes en los contenidos de los programas 
educativos o en alguna de esas actividades de difusión de derechos. Sin duda, esto también 
representa una oportunidad para trabajar ahí. 


Probablemente uno de los puntos más interesantes del estudio es cómo se construye la 
noción de trabajo peligroso o qué idea tienen los jóvenes de lo que es el trabajo peligroso. Aquí 
identificamos -como esperábamos- uno de los obstáculos más fuertes para la aplicación de la ley. 


En primer lugar, aparecen con fuerza las máquinas -motosierras, tractores, cosechadoras, 
etcétera- como aspectos que hacen al trabajo peligroso. En segundo término, están los animales como 
los caballos, pero más marginalmente algunas actividades muy puntuales como la doma. También en 
forma marginal aparecen los productos tóxicos y en porcentaje bastante grande la gente que dice que 
en el medio rural no hay trabajo peligroso. Ahí hay una creencia muy fuertemente instalada -que aquí 
no está, pero fue recogida en el informe preliminar que se deriva de las entrevistas- en cuanto a que el 
trabajo en el medio rural es peligroso si uno no toma las precauciones necesarias, o que peligroso para 
la gente que no está preparada para realizarlo. Ellos entienden que si uno anda arriba de una 
cosechadora y se para en un lugar indebido, entonces el trabajo es peligroso o si uno está 
acostumbrado a andar a caballo de toda la vida, no es peligroso. En cambio, si no sabe andar a 
caballo, obviamente el trabajo es peligroso. 


En última instancia, hay una naturalización de la mayoría de las actividades que se 
desarrollan en el medio rural y una sensación entre los que conocen la ley de que esta es algo 
inaplicable. Inclusive, hay una cita textual que figura en el informe que refleja muy bien el pensamiento 
de buena parte del grupo: "Estos locos que hicieron la ley creen que todo esto es peligroso cuando en 
realidad no es así". Esta es una síntesis de esa barrera cultural que existe respecto de la 
invisibilización o naturalización de actividades que pueden constituir peligro. 


SEÑOR SOLARI.- Yo sugeriría al equipo que no tomara tan a la ligera la afirmación que hacen los 
entrevistados. Es muy probable que lo que definimos como trabajo peligroso en el medio rural haya 
estado fuertemente influido por un pensamiento urbano de clase media y clase media alta. La 
peligrosidad no está dada por nuestra creencia sino, en todo caso, por las tasas incidencia y 
prevalencia -sobre todo de prevalencia- de distintos tipos de accidentes. De repente tienen razón y los 
locos somos nosotros. O sea que hay que incluir eso en el análisis. 


(Diálogos.- Hilaridad.) 


SEÑOR ZUASNABAR.- Le aseguro al señor Senador Solari que no estamos tomando esto a la ligera. 
Es un tema complejo e interesante e intentaremos reflejar esta complejidad en el informe final. 


De cualquier manera, por supuesto que cualquier sugerencia es muy bienvenida, tanto en 
esta instancia como en las futuras. 


SEÑOR SOLARI.- Las tasas de prevalencia son las que nos tienen que guiar; evidencia, no nuestra 
creencia. 


SEÑORA PRESIDENTA.- No era ese el objetivo del estudio; esa es la evidencia científica con la que 
nosotros debemos legislar siempre. 


SEÑOR SOLARI.- Sin duda, señora Presidenta, tiene toda la razón. 
(Diálogos.- Hilaridad) 


SEÑOR ZUASNABAR.- Ante la pregunta directa de si saben que existe una ley que establezca en qué 
condiciones puede trabajar un menor en tareas peligrosas en la agricultura, el 49% nos dijo que no 
sabía y un 23% no sabe o no contesta, por lo cual no sabe de la existencia de esta norma. O sea que 
solo uno de cada cuatro jóvenes entrevistados está en conocimiento de que existe una ley que 
establece las condiciones para que un joven pueda trabajar en la agricultura. 


SEÑOR MICHELINI (don Rafael).- Una cosa es la existencia y otra el contenido. 


SEÑOR ZUASNABAR.- ¡Claro! Por supuesto que no hablamos ni siquiera del contenido; solo 
manejamos el tema de la existencia. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que esa gráfica tendría que estar hecha de otra manera porque en realidad la 
respuesta es si sabe o no sabe. Por lo tanto, una de las contestaciones posibles no puede ser no sabe 
o no contesta; sabe, o no sabe. El que no contesta, no sabe. "No sabe, no contesta" no puede ser una 
respuesta posible. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Es un tema operativo. Conceptualmente es correcto sumar el "no sabe" al no. 
El tema es que cuando uno recibe un cuestionario que está marcado por la ausencia de información, 
en realidad es alguien no respondió la pregunta y, por tanto, no podemos hacer presunciones en ese 
sentido. 


En cuanto a los canales de informaciones sobre la ley, les preguntamos por qué medios les 
gustaría informarse sobre las leyes de trabajo agrícola, etcétera. Los familiares y las redes primarias 
aparecen nuevamente con mucha fuerza. En el medio rural, obviamente, ese es un componente muy 
fuerte de la información. También se mencionan los programas de televisión o radio en la medida en 
que el acceso a los medios masivos de comunicación se ha expandido, inclusive, a las zonas rurales 
más lejanas del país. 


Y es bastante interesante ver cómo Internet es demandado con más fuerza que las 
asignaciones familiares. Hay una parte importante de este público -en algunos casos "ceibalitas" 
mediante y en otros vía módem inalámbrico- está teniendo acceso a Internet en sus hogares, en los 
centros educativos o en algunos espacios públicos de los centros urbanos. 


SEÑOR MICHELINI (don Rafael).- Si se brindara la información por Internet, ¿todos tendrían acceso a 
ella? Lo pregunto porque una cosa es que esté la información y otra que se habitúen a la máquina; el 
23% reclama que sea por ese mecanismo. 


SEÑOR ZUASNABAR.- No tenemos específicamente evaluado eso. Suponemos que el que demanda, 
en realidad, es porque tiene algún tipo de acceso a Internet. Obviamente que nada garantiza que 
porque una información esté en Internet la persona llegue a ella. Para buscar en Internet hay que tener 
mecanismos proactivos. 


SEÑOR YANES.- Cuando hablamos de Internet, ¿nos referimos a la computadora o también se 
incluyen los mecanismos de información por teléfono? 


SEÑOR ZUASNABAR.- Básicamente, para este segmento hay que pensar en la computadora, que 
puede ser "ceibalita", PC, cibercafé o un módem inalámbrico. El público que accede a Internet vía 
celular está creciendo, pero está limitado y se encuentra en las áreas urbanas, hasta por temas de 
cobertura. Por ahora es muy difícil acceder a Internet desde un celular en zonas rurales. 


Cuando preguntamos específicamente si concurrirían al Parlamento a solicitar información, el 
38% dijo que sí. Esto es parecido al 33% que mencionaba el señor Senador Solari con relación a la ley 
anterior, que no graficamos. Como decía el señor Senador Michelini, es más una expresión de deseo 
que un viso de realidad. 


En cuanto a la aplicación efectiva de la norma, la mayoría de estos jóvenes que trabajan en 
estas condiciones siente que sus derechos son respetados. Cuando se les pregunta si en sus trabajos 
se respetan los derechos de los trabajadores, un 64% nos dijo que se respetan totalmente o bastante y 
un 18%, que se respetan poco o no se respetan. Por tanto, hay una zona de insatisfacción pero no es 
mayoritaria. No es un público que hoy se sienta particularmente violentado en sus derechos, a pesar de 
que ellos mismos reconocen que tienen derechos muy escasos a cuestiones básicas. Por ejemplo, el 
11% nos dijo que tiene derecho a cobertura de salud, otro 11% nos dijo que tiene derecho a salario 
vacacional y el 13%, tiene derecho a licencia, en el total. Esto varía un poco por sector, pero no 
sustantivamente. 


En todos los sectores es minoritario el grupo de jóvenes que tiene alguno de estos derechos. 
Obviamente, esto también depende del vínculo muy informal que han establecido en términos 
laborales. 


Para terminar con esta ley, destacaría que salarialmente ellos declaran que ganan un 
promedio de $ 5.176, pero este salario promedio incluye fuertes heterogeneidades, y una tiene que ver 
con el género, con el sexo. Los hombres ganan 60% o 70% más que las mujeres, no sabemos si en el 
mismo tipo de tareas o no porque la investigación no llegó hasta ahí pero, obviamente, acá hay una 
brecha muy apreciable. Sucede lo mismo en lo que refiere a la edad, donde los de 17 años, que están 
más cercanos a la adultez, ganan casi el doble que los de 14 años. 


Se trata de salarios deprimidos y con fuertes componentes de heterogeneidad interna. 


SEÑOR ASTI.- Además de la escala de edades y sexo está la escala de seguro, ¿cómo es esa 
categoría respecto al salario? 


SEÑOR ZUASNABAR.- Los jóvenes que sienten que su trabajo es seguro, ganan un poco menos que 
los que sienten que el trabajo es más o menos, o inseguro. Parecería haber una especie de "prima" por 
inseguridad que no es demasiado fuerte, y que las tareas que implican ciertos niveles de inseguridad 
son unas poco mejor remuneradas. 


SEÑOR MICHELINI (don Rafael).- Quisiera saber si estos son trabajos de oportunidad del 
adolescente o están empujados por la familia. Me explico: puede ser un adolescente que aunque le 
paguen poco porque se está al costado de la ley igual se mete, pide, empuja o busca un lugar para 
tener su propia economía, o puede ser un adolescente que trabaja porque si no lleva recursos a la 
casa, ese día no se come. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Encontramos pocos casos en donde los jóvenes estuvieran obligados de ser 
los principales aportantes del hogar. Tampoco nos da la sensación de que sean jóvenes que estén 
empujados por la familia y lo hagan a desgano. Me parece que es una opción que está totalmente 
naturalizada: el joven, a determinada edad, cuando supera la niñez, trabaja. No es algo cuestionado 
como problemática, ya sea que trabaje con la familia o el vecino; trabaja porque es parte de las 
responsabilidades que se asignan a ese sector poblacional a esa edad, tanto a los hombres como a las 
mujeres. 


SEÑOR ASTI.- Teniendo en cuenta que acá hay una proporción alta de trabajadores rurales, cuando 
hablamos de remuneración mensual líquida, ¿los beneficios como la comida, vivienda, el transporte 
han sido considerados? 


SEÑOR ZUASNABAR.- Sí, fueron considerados. 


No sé si los hemos graficado para este resumen en Power Point. No recuerdo los resultados 
pero creo que en su gran mayoría les proporcionaban la comida; creo que era una proporción menor 
los que tenían que proporcionarse su propia comida. La alimentación estaba incluida en la gran 
mayoría de los casos. 


SEÑOR ASTI.- ¿Y el alojamiento? 
SEÑOR ZUASNABAR.- También está relevado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Los señores Legisladores tendrán un informe más completo a fin de mes. De 
las entrevistas surge que las familias de esta escasa porción de jóvenes del medio rural ya tienen la 
cultura de que deben trabajar. 


En el medio rural se comprueba un porcentaje muy alto de abandono en los primeros años 
de la educación media. Es casi natural que las familias necesiten que ese muchacho, que no 
encuentran la forma de que siga estudiando, tenga una actividad que lo aleje de otras cosas que 
consideran nocivas. 


En las distintas entrevistas pudimos ver, por ejemplo, que en el Ministerio de Salud Pública la 
Directora de Salud Ocupacional dice que en su pasaje como médica en el medio rural recibía a los 
trabajadores con distintos problemas y todos habían empezado a trabajar desde muy niños. Este es 
un dato importante y se están haciendo relevamientos, hoy existe un carné del niño y de la niña como 
un carné del adolescente en el que los médicos deben registrar si esas personas trabajan; lo mismo 
pasa en el sistema educativo. 


SEÑOR SOLARI.- Quiero hacer una última reflexión sobre este tema. En la página 25 del informe 
preliminar se afirma que la incidencia de accidentes de trabajo y problemas de salud sufridos en el 
trabajo, es muy baja. 


No dice cuál es esa cifra considerada muy baja, pero luego expresa cuáles son los 
problemas más frecuentes: dolor de nuca, dolor de espalda, dolor de cabeza, dolor en las 
extremidades. Después señala que el 69% se muestra conforme en seguir trabajando allí, pero eso no 
sé si tiene relación con la percepción de enfermedades. 


Esto está vinculado, no desde un punto de vista científico pero sí desde la auto percepción, 
con lo que los jóvenes consideran actividad peligrosa y lo que quienes elaboramos la ley consideramos 
como actividad peligrosa. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Respecto a la pregunta anterior del señor Diputado Asti puedo decir que al 
66% de los jóvenes que trabajan se les proporciona alimento en forma gratuita 


En lo que refiere a accidentes, el 7% declara que en los últimos dos años tuvo un accidente o 
problemas de salud que requirió de la asistencia de un médico o de un familiar. Esto no significa que en 
todos los casos se tratara de un accidente vinculado al desempeño del trabajo, porque puedo haber 
sido un problema de salud de otra índole que haya requerido asistencia médica pero no 
necesariamente tuviera que ver con el desempeño en su trabajo. Este porcentaje es un poco más alto 
en la ganadería y la agricultura que en la lechería y horticultura. 


Respecto a la seguridad en el trabajo, el 67% considera que su trabajo es seguro o muy 
seguro. Los jóvenes están satisfechos con su trabajo pero, además, sienten que trabajan en entornos 
seguros. El 11% siente que su trabajo es inseguro. Este nivel de seguridad percibida es mayoritario en 
todos los sectores de actividad, y es un poco más bajo en la agricultura, como era de esperarse 


En la lechería, y en menor medida en la ganadería, casi no encontramos jóvenes que 
trabajan en esas actividades y sienten que sus tareas son inseguras. 


De cualquier forma, hay niveles bastante pobres de información sobre seguridad laboral. El 
48% dice que en su trabajo le informan sobre los riesgos para la salud y la seguridad en el trabajo, 
pero la mayoría no; el 34% dice que le dieron capacitación sobre seguridad y salud en el trabajo, pero 
en la mayoría no; y el 31% dice que alguna vez le preguntaron su opinión sobre temas de seguridad en 
el trabajo, pero también la mayoría no. Este es un indicador de los niveles de naturalización con que se 
dan algunas actividades. Pasamos al tema de la violencia doméstica. 


En el marco de la Ley N* 17.514, de violencia doméstica, se realizó la muestra de cobertura 
nacional de hogares, que abarcó 550 casos. El margen de error es de más o menos 4%. La muestra se 
complementa con una submuestra de 150 casos, específicamente, de víctimas denunciantes de 
violencia doméstica. Ya tenemos 100 entrevistas realizadas, pero el trabajo todavía está en proceso. 
Esto es opinión pública en general, corresponde al conjunto de la población y es relevante para 
entender el contexto de la problemática social, que tiene que ver, entre otras cosas, con cómo se 
construye la noción de violencia para el público. 


Tenemos un conjunto de situaciones que pueden ser consideradas violentas o no, y les 
pedimos a los ciudadanos que nos dijeran si las consideran violencia entre las personas. Nos 
encontramos con que, en general, la mayoría dice que sí, pero en algunas áreas no es tan así. Por 
ejemplo, un 19% dijo que prohibir actividades a otro adulto o disponer del dinero o de los bienes de otro 
adulto sin su consentimiento no constituye violencia. Hay otras opiniones minoritarias: un 8% dijo que 
no es violencia privar a una persona de los recursos económicos necesarios para vivir; 6% manifestó 
que no es violencia denigrar o desvalorizar a una persona; 5% señaló que no es violencia insultar o 
gritarle a una persona; 4% dijo que no es violencia amenazar con daño físico a una persona e, 
inclusive, un 3% afirmó que no es violencia realizar actos sexuales con una persona sin su 
consentimiento o convencer a niños o niñas de realizar actos sexuales. 


Entonces, por más que tengamos un reconocimiento mayoritario en un montón de áreas de 
violencia, también hay un segmento de público que no reconoce como violencia algunas actividades 
que, obviamente, para el conjunto de la sociedad sí son violentas. 


SEÑOR ASTI.- ¿Hay diferencia de género en esos porcentajes? 


SEÑOR ZUASNABAR.- Sí; con respecto a la pregunta de cuán frecuente cree usted que es la 
violencia en la casa o en la familia de los hogares uruguayos, 92% dice que la violencia es frecuente o 
muy frecuente y es mucho mayor la proporción de mujeres que opina así, que alcanza el 52%, frente a 
la de los hombres, que llega al 38%. Este es un ejemplo, pero, en general, hay una diferencia entre 
hombres y mujeres en la percepción de la violencia. 


También tiene que ver con el nivel socioeconómico: a medida que desciende, hay mayor 
reconocimiento de la frecuencia del problema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hay alguna medición anterior para tomar como referencia? 


SEÑOR ZUASNABAR.- No, pero en el estudio mundial de valores, que se hace cada cinco años, se 
plantea la pregunta de si la persona cree que se justifica nunca o siempre que un hombre le pegue a 
una mujer; se maneja una escala del cero al diez. Un 89% de los uruguayos dice que no se justifica 
nunca que un hombre le pegue a una mujer, pero hay un 2% que afirma que se justifica siempre. Es 
una sola pregunta, pero la respuesta no varió en los últimos cinco años, permaneció relativamente 
constante. 


En cuanto a las consecuencias que se perciben como resultado de la violencia, en general, 
tienen que ver con lo físico. Consistentemente con lo anterior, las dimensiones no físicas de la 
violencia, incluida la psicológica, quedan en un segundo plano. Las consecuencias más mencionadas 
tienen que ver con lesiones y traumatismos e, inclusive, con la muerte. Hay una cierta invisibilización 
de otras consecuencias de la violencia. Esto también tiene que ver con los hechos que son percibidos 
como más frecuentes en la violencia doméstica, que están relacionados con agresiones físicas y, en 
menor medida, verbales. 


SEÑOR SOLAR!I.- Quiero plantear algo, no con ánimo de crítica, sino de aporte. 


Este tipo de consecuencias y su frecuencia relativa reflejan las creencias de quienes 
contestan, no necesariamente la evidencia científica de las consecuencias que se dan. Entonces, sería 
bueno tener alguna fuente que nos permitiera comparar una cosa con otra. 


SEÑOR ZUASNABAR.- De cualquier manera, hay un reconocimiento importante de la gravedad del 
problema. El 92% considera que la problemática de la violencia en la casa o en la familia en los 
hogares uruguayos es muy grave; el 46% dice que es grave. Entonces, en alguna medida, el tema se 
ha instalado en la agenda pública con mayor fuerza que en el pasado, lo que lleva a que una parte muy 
importante de la población le asigne hoy un nivel de gravedad importante. 


¿Cuáles son los sectores que están más identificados como grupos de riesgo o grupos en los 
que la violencia es frecuente? El de las mujeres adultas es el grupo mencionado como más vulnerable; 
el 83% dice que el problema de violencia sobre las mujeres adultas es frecuente o muy frecuente. Es 
menor la visualización del problema para los hombres adultos o para los hombres jóvenes, y también 
se percibe en menor medida la violencia sobre ancianos y ancianas. De todos modos, en todos los 
grupos hay una mayoría que percibe que el problema existe. 


Con respecto a los medios que la gente preferiría para solucionar el problema, el 29% dice 
que estos problemas se solucionan dentro de la casa, la familia o la pareja; el 32% opina que se 
resuelven con ayuda de especialistas, y el 25%, con ayuda de organizaciones que trabajen en el tema. 
En primera instancia, solo el 12% dice que se debe recurrir a la Policía o a la Justicia como vías de 
solución del problema. Se advierte que la gente recurriría a la Policía o a la Justicia, creo que como 
forma de buscar protección, pero no siente que desde esos ámbitos se les puedan ofrecer elementos 
que contribuyan a la solución definitiva del problema. Esto es muy importante. 


En cuanto al grado de información sobre el tema de la violencia en los hogares, por más que 
se reconozca que es un problema grave, el 44% dice que está poco o nada informado al respecto, o 
sea que hay asunción de que falta información. Los medios por los que se informa sobre este tema 
son, básicamente, la televisión y la radio y, en menor medida, la familia. 


SEÑOR SOLARI.- En el párrafo final de la página 31 se hace referencia a lo que acaba de señalar el 
doctor Zuasnabar. Se establece que, no obstante la alta visualización declarada del problema, es de 
destacar que solo el 10% de los entrevistados se declara como muy informado sobre la problemática; 
el 38% dice estar poco informado, y el 6%, nada informado. La suma de estos tres valores da 54% y 
uno se pregunta qué dice el 46% restante. ¿No sabe, no contesta? ¿Está algo informado? Esto no me 
cierra; creo que falta alguna información. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Esa información deriva de este cuadro que estamos proyectando. El dato que 
falta es el del 45% que dice que está bastante informado. Es correcta la observación de que hay que 
aclararlo en el texto. 


SEÑOR SOLARI.- Entonces, el 10% está muy informado, el 45% bastante informado, el 38% poco 
informado y el 6% nada informado. ¿Ese sería el orden de asignación de importancia? 


SEÑOR ZUASNABAR.- Es correcto. 


Cuando se le pregunta a la gente adónde recurriría si tuviera que informarse sobre estas 
cuestiones y a través de qué medios le gustaría informarse, nuevamente, como primera referencia, la 
televisión, la radio e Internet aparecen predominando fuertemente. El 37% expresa que recurriría al 
Parlamento a través del sitio web para informarse sobre leyes vinculadas a la violencia en la casa y en 
la familia. 


En principio, una tercera parte del público tiene cierto nivel de predisposición para buscar 
alguna información en el Parlamento. Eso implicaría la importancia del Parlamento en cuanto a trasmitir 
a la población que existe cierta información que está disponible y cuando la gente haga el ejercicio de 
ingresar a la página del Parlamento, vea que la información está disponible en formatos que le resulten 
comprensibles. 


En cuanto al conocimiento de las leyes, preguntamos: ¿Sabe si en Uruguay existen leyes 
que protegen a una persona que sufre violencia en su casa o con su familia? El 76% respondió que sí, 
pero el 14% nos dijo que no. 


Otra pregunta: ¿Sabe si en Uruguay existen leyes que prohiben el maltrato físico por parte de 
un hombre contra su pareja? El 15% nos dijo que no sabe y el 10% no contestó, o sea que el 25% 
desconoce la existencia de un marco jurídico que prohibe la violencia en la familia o de un hombre 
contra su pareja. Pero es bastante curioso cuando hicimos la pregunta a la inversa, es decir: ¿Sabe si 
en Uruguay existen leyes que prohiban el maltrato físico por parte de una mujer hacia su pareja?, 
porque el nivel de desconocimiento es mucho mayor. Existe un conocimiento mayor de la existencia de 
la norma jurídica que protege a las mujeres del maltrato de los hombres que a la inversa. 


Sin embargo, es un poco más conocida la ley que prohibe a padres o madres golpear a hijos 
o hijas o a niños, niñas y adolescentes. No sé cuál sería el adjetivo adecuado -creo que sería 
espeluznante-, pero el 18% no sabe que existen leyes que prohiben violar o abusar sexualmente de 
otra persona que vive en la casa o es su pariente. 


El foco temático de la investigación y del proyecto en su conjunto tiene que ver con la 
aplicación de medidas cautelares. Entonces, más allá del conocimiento de la ley en su conjunto, 
hicimos la siguiente pregunta abierta: ¿Qué medida concreta conoce, que esté prevista en la ley, ante 
situaciones de violencia en la casa o en la familia? A pesar de que el 65% -dos tercios- no conoce la ley 
o medidas que protejan a las personas ante situaciones de violencia en la casa o con la familia, los 
elementos que aparecen entre los que conocen, son razonables. Es decir, tienen que ver con la 
prohibición, la restricción o limitar la presencia del agresor en el domicilio de residencia, con disponer 
del retiro del agresor de la residencia común o prohibir al agresor relacionarse, entrevistarse, etcétera 
con la víctima. 


Respecto al conocimiento específico de leyes, más allá de que se sepa que existe un 
ordenamiento jurídico o no, el conocimiento espontáneo de la ley de violencia doméstica, N* 17.514 es 
del 24%, el conocimiento espontáneo más guiado es de un 44%; por supuesto, no se trata de un 
conocimiento excesivamente alto, pero tampoco lo calificaría de bajo. Por ejemplo, hay muchos 
dirigentes políticos a quienes les gustaría tener niveles de conocimientos como los que tiene la ley de 
violencia doméstica. 


Es un comentario genérico, por supuesto, no estoy haciendo ninguna alusión en particular. 
En lo que tiene que ver con artículos del Código Penal, lo mencionan el 9% y el 25% respectivamente, 
y el Código de la Niñez y la Adolescencia también es bastante mencionado. En cuanto a la 
Constitución de la República, el 11% corresponde a conocimiento espontáneo y 40% de conocimiento 
total. Pero la Convención de "Belém do Pará" es virtualmente desconocida por la población. 


Quizás un tema grave y complicado es la percepción bastante fuerte en el público que 
conoce las medidas cautelares respecto a que se cumplen en pocos casos o no se cumplen. Nadie dijo 
que las medidas cautelares se cumplen en todos los casos en que sean pertinentes; el 4% expresó que 
se cumplen en la mayoría de los casos, el 22%, que se cumplen en pocos casos y, el 12%, que no se 
cumplen. Entonces, acá nos encontramos con un tema complicado, es una creencia que puede 


obstaculizar mucho la efectivización de la denuncia en estos casos, porque si hay una creencia 
instalada de que las medidas cautelares no se cumplen o que en la mayoría de los casos no se 
cumplen, la situación es bastante compleja. 


Respecto a la pregunta: ¿Ante qué situaciones cree el público que hay que denunciar?, las 
cifras son por encima del 90%, pero nuevamente aparece que los casos de denuncias más fuertes 
tienen que ver con casos de agresiones físicas o violaciones. Respecto hacia adónde aconsejarían los 
encuestados que fueran las víctimas y a qué lugar primero, aparece como muy fuerte la idea de la 
recurrencia a la Policía. Me parece un hallazgo muy interesante de la investigación, una oportunidad a 
capitalizar, porque esto ya está diagnosticado, pero creo que depende mucho de lo que ocurra en esa 
instancia. 


El acto de recurrir a la Policía es un aspecto que está muy instalado, el 88% ha expresado 
que si una persona sufre violencia en la casa o con su familia, la enviaría a la Policía para recibir 
ayuda. También está instalada de una manera importante recurrir a centros de salud u hospitales. 
Respecto a la pregunta de cuál de estos lugares se recomendaría que fuera en primer lugar la víctima, 
la respuesta es a la Policía, perdiendo algo de relevancia los centros de salud u hospitales. El público, 
frente a alguien que estuviera en una situación de este tipo, plantearía que lo primero que habría que 
hacer es recurrir a la Policía. La encuesta muestra niveles importantes de confianza en la institución 
policial. 


Es bien interesante contrastar esto con la opinión que tienen las personas que fueron 
víctimas y denunciantes de violencia doméstica, que efectivamente se enfrentaron a una denuncia a la 
Policía. Entonces, vamos a poder evaluar si esta creencia es más bien de la gente que no denunció, 
que no conoce a nadie que lo haya hecho y se imagina que las cosas en la Policía funcionan de 
determinada manera, porque vamos a poder contrastarlo con la opinión del público que efectivamente 
atravesó por la situación de plantear una denuncia. Suponemos que vamos a encontrar alguna 
cuestión un poco más crítica, pero no lo sabemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me llamó la atención el conocimiento que existe de las leyes que protegen a 
los niños y niñas contra el ejercicio de la violencia. Sabemos que padres y madres ejercen violencia 
contra los niños de una manera bastante importante, porque así lo revelan otros estudios. Quisiera 
saber, en esos niveles altos de conocimiento de la existencia de leyes que protegen a los niños, la 
edad de las parejas. Parece que son jóvenes o personas que pertenecen a hogares jóvenes con la 
existencia de niños que están empoderados. Veo a los niños mucho más empoderados, más que nada 
de la prohibición del ejercicio de la violencia física, porque la sexual sigue siendo un tabú a cualquier 
edad. Me parece que en el rechazo a la violencia están mucho más empoderados los niños que otras 
generaciones. De acuerdo a quienes fueron entrevistados, quisiera saber si son personas que están 
vinculadas a niños y adolescentes. 


SEÑOR ZUASNABAR.- Estoy casi seguro de que en la encuesta sobre violencia doméstica no 
incluimos la composición del núcleo familiar, y en ese caso, no podríamos asociar una cosa con la otra, 
pero lo vamos a chequear. Yo tengo la misma sensación en cuanto a que los propios niños tienen un 
nivel de conocimiento alto de las normas que los protegen de la violencia, que lo pueden transmitir a 
los adultos. Hay muchos relatos de esta situación en centros educativos y en distintos contextos 
socioeconómicos. 


SEÑOR SOLAR!I.- Voy a plantear la contracara de esa pregunta. 


Quisiera saber si ustedes hicieron alguna pregunta relacionada con la violencia sufrida por 
adultos como consecuencia de hijos adolescentes adictos que roban, golpean, destrozan, etcétera. 


SEÑOR ZUASNABAR.- No; eso no estuvo incluido en el cuestionario. 


SEÑOR SOLARI.- Es violencia y es doméstica. 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- Me voy a referir a la pregunta del señor Senador Solari respecto a 
cuáles eran las expectativas de esta instancia de la Comisión. 


Quiero recordar que luego de este informe está prevista una instancia, que es esta, llamada 
de revisión técnica; es decir, es una instancia expresamente prevista en el proyecto y tiene como 
objetivo, precisamente, que haya una devolución, un intercambio, antes de dar por concluida esta 
etapa, que es primaria, porque recién estamos en los comienzos del trabajo, que permita 
perfeccionarla. De manera que es precisamente esta la instancia en la cual esperamos que sean 
hechas todas las observaciones al trabajo realizado hasta ahora, que se puedan incorporar algunos 
aspectos para precisar y corregir. 


Como decía la Presidenta, el próximo 21 de junio tendremos una actividad de carácter 
público, que le dará relevancia a esta instancia, que ha sido solicitada por el Banco Mundial para dar a 
conocer por primera vez la existencia del proyecto, porque hasta ahora no ha tenido ningún tipo de 
exposición pública. Por lo tanto, el objetivo que persigue esa actividad del 21 de junio es dar a 
publicidad a esta iniciativa, es decir, hacerla conocer y saber cuáles son sus objetivos. 


Como tenemos esta etapa cumplida, es de orden que se informe acerca del avance que ya 
tiene el proyecto, junto con su publicidad. A raíz de eso, nos ha parecido pertinente que se presentaran 
estos avances que hemos visto hoy en la forma en que se adecuarán a esa instancia en particular, 
pero teniendo mucho cuidado de no tomarlo como el resultado final de un proyecto que todavía está a 
medio camino. 


Finalmente, quiero decir que no es el objetivo en esa instancia del 21 de junio entrar en los 
análisis y conclusiones en profundidad, que todavía no están elaborados. Sí debemos reconocer hasta 
dónde se ha llegado y, eventualmente, hacer un intercambio, porque la idea es que haya interlocutores 
que opinen acerca del significado de este proyecto, más allá de que lo hagan las propias autoridades 
del Banco Mundial, del Parlamento y la Comisión. 


Era cuanto quería decir. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR RODRÍGUEZ FILIPPINI.- El objetivo de la reunión del próximo 21 de junio es dar a 
conocimiento público la existencia de este proyecto. Por lo tanto, lo más importante es mostrar cuáles 
son sus objetivos. 


De esta primera etapa, habría que mostrar aquellos elementos producto de la encuesta que 
van claramente en camino de esos objetivos, para que cualquier oyente pueda visualizar hacia dónde 
se va. 


El formato será el siguiente. Habrá una apertura con el Presidente de la Asamblea General y 
el representante del Banco Mundial, quienes explicarán los objetivos del proyecto. A continuación, la 
Presidenta de esta Comisión dará entrada al consorcio y este mostrará algunos resultados -no será un 
acto muy extenso- que permitan transmitir a la ciudadanía hacia dónde se va. Pensamos que sería 
bueno que, luego, intervinieran dos o tres comentaristas: alguien del Poder Judicial -que ha tenido una 
actitud francamente de cooperación; hemos conseguido una forma de culminar las encuestas con los 
ciudadanos denunciantes de violencia doméstica, que demuestra el compromiso del Poder Judicial con 
el proyecto, lo que no dudábamos, pero se trata de un tema sumamente delicado y nos parecía que 
podían poner objeciones al camino que estamos proponiendo-; alguien del Poder Ejecutivo y alguien 
de la Academia, que analice qué significado puede tener un proyecto de este tipo para el Parlamento o 
para el proceso de las leyes. 


SEÑORA PERCOVICH.- Esta parte tiene que ver con la percepción general sobre qué deberían ser los 
públicos objetivos. Esto tiene que quedar claro y la información debe reducirse a eso. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Parece que lo más saludable es tener una nueva instancia de convocatoria. 
En principio, quedamos para el próximo jueves, a la misma hora que hoy. Haremos una citación formal. 
De no existir un número adecuado, igualmente generaremos el consenso con los presentes. 


SEÑOR SOLARI.- Esta es una Comisión bicameral integrada por Legisladores, que cuenta con el 
apoyo de un equipo dentro de la propia Casa y que contrató a consultores externos para realizar un 
trabajo. Pero la discusión que tenemos que dar acá es de tipo netamente político y la tenemos que dar 
solamente entre los Legisladores, con el máximo respeto de los demás integrantes. Por lo tanto, 
propongo que tengamos una instancia en la cual participemos los Legisladores y, por supuesto, los 
funcionarios del Parlamento. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que hay una presentación que es importante volver a ver. 
SEÑOR SOLAR!.- Ya la tuvimos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, pero se va a ajustar. Entiendo que la discusión ya la dimos y que por eso 
veríamos una nueva presentación a ver si se ajusta a la discusión dada. 


SEÑOR CANESSA.- El consorcio tendrá que realizar un producto nuevo y presentarlo al equipo. 
Nosotros les hacemos la devolución a ustedes como lo hemos hecho hasta ahora y, luego, con ese 
producto más el viejo, tratarán la parte política, como dice el señor Senador Solari. Nosotros les 
hacemos llegar el nuevo documento que nos presente el consorcio de la misma forma que hemos 
enviado el resto de las documentaciones. 


SEÑOR SOLARI.- Lo que decidan, para mí está bien. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por lo tanto, queda convocada la próxima reunión para el día 14 de junio a la 
hora 15. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 59.) 


Linea del vie de náaina 
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